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Radicación Nro. 

:
66001-31-05-001-2008-00873-01

Proceso


:
ORDINARIO LABORAL 

Demandante

:
EDIER DE JESÚS MUÑOZ ÁLVAREZ

Demandado

:
INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES

Juzgado de Origen
: 
Primero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda)

Providencia

: 
SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Tema                              : 
I. PENSIÓN ESPECIAL DE VEJEZ: Para acceder a la pensión especial de vejez consagrada en el parágrafo 4° inciso 2° del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, el interesado debe demostrar que ha cotizado el mínimo de semanas exigido por el sistema pensional y que de él depende “económicamente” su hijo discapacitado, sin que sea óbice para dicho reconocimiento que la madre se encargue del cuidado personal de éste último.

II. RECONOCIMIENTO DE LA PENSIÓN ESPECIAL DE VEJEZ A FAVOR DEL PADRE CABEZA DE FAMILIA: El reconocimiento de la pensión especial de vejez consagrada en el inciso 2° parágrafo 4° del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, se puede reconocer a favor del padre de familia, solamente con posterioridad al 29 de noviembre de 2006, fecha a partir de la cual la H. Corte Constitucional a través de la sentencia C-989/06 extendió el beneficio allí consagrado en su favor. 
REPÚBLICA DE COLOMBIA
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA LABORAL

Magistrada Ponente: ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

ACTA No. 0096
AUDIENCIA DE JUZGAMIENTO

En Pereira (Risaralda), a los diecinueve (19) días del mes de noviembre del año dos mil nueve (2009), siendo las cuatro de la tarde (04:00 p.m.), fecha y hora previamente señalados para llevar a cabo la presente diligencia, se reunieron los señores Magistrados que integran la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, excepto el Magistrado Hernán Mejía quien se declaró impedido para conocer de todos los procesos donde sea parte el Instituto de Seguros Sociales y se le aceptó. En asocio de la señora Secretaria, Dra. Consuelo Piedrahíta Alzate, de declara abierto el acto y la Sala se constituye en Audiencia Pública de Juzgamiento, en el presente proceso Ordinario Laboral instaurado por el señor EDIER DE JESÚS MUÑOZ ÁLVAREZ en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES.
En sesión previa que se hizo constar en la mencionada acta, la Sala discutió y aprobó el proyecto que presentó la Magistrada Ponente, el cual alude a la siguiente:
S E N T E N C I A:
Pasa la Sala a desatar la alzada incoada contra la sentencia emitida el 15 de mayo de 2009 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira (Risaralda), dentro del proceso Ordinario Laboral reseñado en la referencia.
I. LA DEMANDA 
1. Pretensiones:


Que se declare al INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES responsable de  reconocer y pagar a favor del señor EDIER DE JESÚS MUÑOZ ÁLVAREZ, la pensión especial de vejez, a partir del 09 de Noviembre de 2004, por su condición de padre cabeza de familia del menor discapacitado Cristhian David Muñoz Valencia, y se condene a la entidad a liquidar la mesada pensional como lo ordena la ley,  debidamente indexada, incluyendo los intereses de mora, los reajustes legales y las costas procesales.

2. Hechos Relevantes:

Los hechos con relevancia jurídica a que se contrae el informativo son los siguientes:

El accionante a través de representante judicial, manifiesta que ha realizado aportes para pensión ante el Instituto de Seguros Sociales por más de 1000 semanas, pero que actualmente se encuentra en imposibilidad de continuar cotizando al Sistema de Seguridad Social. 

Que es padre cabeza de familia pues está a cargo de su hijo menor de edad, Cristhian David Muñoz Valencia, quien es discapacitado de acuerdo al dictamen médico laboral expedido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, el 04 de octubre de 2004, el cual reporta una pérdida de capacidad laboral de 84.40% estructurada el 22 de marzo de 1995. 

Que solicitó a la entidad el reconocimiento de la pensión especial de vejez establecida en el parágrafo 4°, inciso 2º del artículo 9º de la Ley 797 de 2003, que modificó la Ley 100 de 1993, la cual le fue negada mediante Resolución N° 6937 de 2004, con el argumento que acredita un total de 690 semanas y que la prestación reclamada solo puede ser otorgada a la madre trabajadora cuyo hijo padezca invalidez física y mental y no al padre.
Afirma que según Resolución N° 4130 del 18 de junio de 2005, el ISS resolvió el recurso de reposición, confirmando su decisión inicial, pero expresó además que la densidad de semanas cotizadas por al demandante asciende a 1104, hasta el mes de diciembre de 1994.
Posteriormente el ISS a través de la Resolución Nº 000864 del 30 de septiembre de 2005 al resolver el recurso de apelación, confirmando nuevamente la Resolución inicial, para lo cual transcribió el parágrafo 4° del artículo 9º de la Ley 797 de 2003.

Aduce que de acuerdo con el criterio de la Corte Constitucional tal prerrogativa se hace extensiva al padre cabeza de familia de hijo con discapacidad física y mental.

Que es él quien responde económicamente por su hijo y su cónyuge, y se encarga demás de prodigarle los cuidados y la atención que requiere.

Finalmente manifiesta que ha reclamado la pensión especial de vejez desde el día 9-11-2004, siendo negada por el ISS.

II. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.

Dentro del término legal otorgado para tal efecto, la parte demandada presentó escrito en el que admite la mayoría de los hechos expuestos en la demanda, aduce que la negativa del reconocimiento de la prestación reclamada, se da en atención a que la madre del menor vive y es sobre ella que recae el  beneficio. Se opuso a todas las  pretensiones de la demanda y excepcionó “PRESCRIPCIÓN”, “INEXISTENCIA DE LAS OBLIGACIONES DEMANDADAS”, “COBRO DE LO NO DEBIDO”, “BUENA FE” y “LA GENÉRICA”. 
IV. LA SENTENCIA APELADA
Clausurado el debate probatorio, la juez de conocimiento puso fin a la primera instancia a través de la sentencia objeto de censura en la que resuelve acceder a las pretensiones de la demanda impetrada por el señor EDIER DE JESÚS MUÑOZ ÁLVAREZ en contra del INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES y condenar en costas a la parte demandada en un 90%.

Para arribar a la anterior determinación, expresó que el actor reúne los requisitos del Artículo 33 de la Ley 100 de 1993, para acceder a la pensión especial de vejez teniendo en cuenta los postulados de la  Sentencia C- 989 de 2006 de la Corte Constitucional, la cual declaró exequible condicionalmente la expresión “madre cabeza de familia”, para hacerla extensiva al padre cabeza de familia pues es el responsable del sostenimiento de su hogar y especialmente de su hijo menor, discapacitado según dictamen de médico laboral y además porque reporta un total de 1502.2 semanas cotizadas al Sistema de Seguridad Social. 

 Declaró probada parcialmente la excepción de prescripción respecto de las mesadas comprendidas entre el 22 de marzo de 2004 y el 30 de julio de 2005 y no accedió al reconocimiento de los intereses moratorios.

V. FUNDAMENTOS DE LA APELACIÓN

Inconforme con lo decidido, las partes interpusieron recurso de apelación contra la providencia proferida el 15 de mayo de 2009, en los siguientes términos:

La parte demandante mostró su inconformidad respecto de la declaratoria de la prosperidad de la excepción de prescripción, expresando que el término de prescripción se debe empezar a contar a partir del 30 de septiembre de 2005, fecha en la cual el Instituto de Seguros Sociales, resolvió definitivamente su situación, es decir, cuando resolvió los recursos de reposición y apelación interpuestos contra el acto administrativo que negó la reclamación administrativa, siendo esa fecha a partir de la cual se deben contar los tres años que otorga la ley para acudir a la vía jurisdiccional; por esta razón solicita que se modifique la decisión.
Por su parte, el instituto demandado manifestó que el a-quo “ha hecho una indebida interpretación a la pretensión del legislador”, pues ha concedido la pensión especial de vejez al actor cuando ha quedado demostrado en el proceso que la madre del menor no realiza ninguna labor remunerada y ha permanecido siempre al lado de su hijo, lo que da a entender que este requiere la asistencia de los dos padres, además según los testimonios vertidos dentro del proceso, el actor se ha desempeñado en labores que demandan su  presencia permanente.    

VII. CONSIDERACIONES

1. Presupuestos Procesales:

Sirve la revisión del informativo para determinar que los requisitos esenciales para su formación y desarrollo normal, se encuentran reunidos a cabalidad, circunstancia que permite ser decidido con sentencia de mérito. Por otra parte, tampoco se evidencian causales de nulidad que  invaliden lo actuado.

2. Problema jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala los siguientes problemas jurídicos:

a. ¿Se puede negar la pensión especial de vejez consagrada en el inciso 2° parágrafo 4° del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, bajo el argumento de que el hijo discapacitado cuenta con el acompañamiento permanente de la madre, a pesar de estar demostrado que la dependencia económica del hijo proviene del padre demandante?
b. ¿El beneficio pensional consagrado en el inciso 2° parágrafo 4° del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, a favor del demandante, puede reconocerse a partir del 22 de marzo de 2004?

3. De los requisitos para acceder a la  Pensión Especial de Vejez:
La pensión especial de vejez está prevista en el Artículo 33, parágrafo 4°, inciso 2° de la Ley 100 de 1993, que reza:
“ARTÍCULO 33. REQUISITOS PARA OBTENER LA PENSIÓN DE VEJEZ:
(…)

PARÁGRAFO 4o.
(…)

Inciso 2. <Aparte subrayados y en letra itálica CONDICIONALMENTE exequibles. Aparte tachado INEXEQUIBLE> La madre trabajadora cuyo hijo menor de 18 años padezca invalidez física o mental, debidamente calificada y hasta tanto permanezca en este estado y continúe como dependiente de la madre, tendrá derecho a recibir la pensión especial de vejez a cualquier edad, siempre que haya cotizado al Sistema General de Pensiones cuando menos el mínimo de semanas exigido en el régimen de prima media para acceder a la pensión de vejez. Este beneficio se suspenderá si la trabajadora se reincorpora a la fuerza laboral. Si la madre ha fallecido y el padre tiene la patria potestad del menor inválido, podrá pensionarse con los requisitos y en las condiciones establecidas en este artículo.”
Respecto del artículo anterior, la H. Corte Constitucional se ha pronunciado de la siguiente forma
: 
“Por otra parte, la dependencia del niño inválido con respecto a la madre debe ser de tipo económico. Es decir, el requisito de la dependencia con respecto a la madre no se satisface con la simple necesidad afectiva o psicológica del niño de contar con la presencia, el cariño y el acompañamiento de su madre. (…).

Puesto que una de las metas esenciales del beneficio es la de facilitar la rehabilitación de los niños no es razonable que este proceso de recuperación se traumatice por el simple hecho de que el hijo llegue a la mayoría de edad. (…).

La expresión “menor de 18 años” constituye una diferenciación que no permite que la norma estudiada sea efectivamente conducente para el fin para el que fue creada, pues obliga a la interrupción de los procesos de rehabilitación y no cubre a un sector de hijos afectados por invalidez y dependientes económicamente de su madre. Por ello, y debido a los vacíos que se presentan en el Sistema de Seguridad Social, se declarará que la expresión “menor de 18 años” vulnera el principio de igualdad y, por lo tanto, es inconstitucional”. (Negrilla para resaltar).
Y con posterioridad también indicó
:

“ En conclusión, en el caso concreto del inciso 2° del parágrafo 4º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993 –modificado por el artículo 9º de la Ley 797 de 2003-, la protección que allí se establece está encaminada en forma directa a beneficiar al niño o adulto discapacitado que por sus condiciones físicas o mentales no puede valerse por sí mismo, razón por la cual se torna en un sujeto de protección especialísima al cual Estado le debe brindar todas las garantías necesarias para el goce efectivo de sus derechos, de allí la necesidad de que indistintamente de que se trate de la madre o el padre, siempre que i) como lo dispone la norma la discapacidad del menor esté debidamente calificada y que ii) se hayan cotizado al Sistema General de Seguridad Social en Pensiones el mínimo de semanas requeridas en el régimen de prima media para obtener la pensión de vejez, se deba conceder el beneficio pensional allí previsto, de forma tal que, se pueda dar efectivo cumplimiento al propósito de la disposición legal ibídem, que no es otro que otorgarle de manera anticipada recursos económicos al progenitor a cuyo cargo se encuentre el niño o el adulto incapaz, con el fin de permitirle dedicar su tiempo a la adecuada rehabilitación de éste”. (Negrilla para resaltar).
De acuerdo con los apartes jurisprudenciales transcritos, se puede colegir que la pensión especial de vejez, no está concebida únicamente para la madre trabajadora, sino también para el padre trabajador de hijo invalido, pues el fin de la norma no es beneficiar a uno de los progenitores sino al disminuido físico como sujeto de especial protección del Estado.
 Igualmente, debe manifestarse que ya no existe límite temporal para disfrutar de este beneficio, esto es, que ya no sólo se otorga hasta que el hijo inválido conserve su minoría de edad, sino que ahora, al interesado le basta probar que su hijo se encuentra en estado de invalidez previamente calificado por la autoridad competente, aunque haya arribado a los 18 años de edad.

Así las cosas, al señor Edier de Jesús Muñoz Álvarez, le basta probar los siguientes requisitos:

1. Ser padre cabeza de familia y tener a su cargo económicamente a hijo invalido.
2. Cumplir con el mínimo de cotizaciones exigido por el R.P.M. para acceder a la pensión de vejez.

3. Alcance de la apelación interpuesta por el Instituto de Seguros Sociales
La inconformidad del Instituto de Seguros Sociales contra la sentencia de primer grado se centra únicamente en el primer requisito  -padre cabeza de familia y dependencia económica del hijo inválido- de modo que el análisis de esta Sala girará específicamente sobre ese tema, teniendo como probado el segundo requisito –mínimo de cotizaciones- respecto del cual nada objetaron las partes.
En efecto, el apoderado del instituto demandado a través del escrito de impugnación, aduce que mediante la sentencia C-989/06, se extendió el beneficio pensional consagrado en el inciso 2º, parágrafo 4º del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, a los hombres y que ello obedeció a la necesidad de que el progenitor dejara sus actividades laborales y se dedicara exclusivamente al cuidado de su hijo inválido para ayudar a su recuperación, pero que en el caso de marras i) la madre del joven inválido permanecía en su casa atendiéndolo y ii) las labores del padre demandante como “comisionista” le impedirían atender a su hijo, de modo que por tales razones no era procedente tal reconocimiento a favor del demandante.


Los argumentos de la censura, aunque extensos, no son más que la transcripción de algunos apartes de la providencia citada en el párrafo antecedente, que corresponden a los conceptos emitidos por los intervinientes dentro de la sentencia (Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Academia Colombiana de Jurisprudencia, Procurador General de la Nación), pero que de ningún modo obedecen al criterio aplicado por la H. Corte Constitucional, para declarar la exequibilidad del inciso 2° parágrafo 4° del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, bajo el entendido que “el beneficio pensional allí previsto se hará extensivo al padre cabeza de familia de hijos discapacitados y que dependan económicamente de él” , decisión que se fundamentó exclusivamente en que lo que se busca no es beneficiar a quien carece de la edad requerida por la ley para pensionarse, sino que el objetivo de la norma es buscar “la protección de los hijos discapacitados, en aras de materializar la protección constitucional que el Estado debe brindar en todos los casos a las personas que se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta (…)”
Entrando en materia y en cuanto a este requisito, se encuentra que del contenido del documento visible a folio 14, emerge que el demandante es padre del joven Cristian David Muñoz Valencia, quien a su vez, ha sido declarado por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda (fls. 10 y s.s.) como inválido por contingencia de origen común, con un 84.80% de pérdida de capacidad laboral y fecha de estructuración del 22 de marzo de 1995; igualmente se encuentra probado que el demandante es el que le prodiga los requerimientos de tipo económico que aquel requiere, en tanto que es quien está pendiente del pago semanal de sus terapias (fl. 40 – testimonio de Emperatriz Casa Urrego-), ingresos que obtiene de su labor como comisionista de vehículos automotores (fl. 42 – testimonio de Arturo de J. Arismendi-), circunstancias que demuestran además que es quien asume la responsabilidad económica del hogar, es decir, que es padre cabeza de familia, toda vez que su esposa Luz Dary Valencia, es ama de casa, tal y como lo indicaron cada uno de los testigos escuchados a instancia de la parte actora.

Ahora, si el fin de la norma es buscar la verdadera protección del hijo discapacitado propendiendo por alcanzar su rehabilitación de ser posible, no puede privársele del beneficio contemplado en el inciso 2° parágrafo 4° del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, bajo el endeble argumento de que cuenta con el cuidado personal de la madre, primero, porque la norma se refiere a dependencia “económica” del hijo discapacitado, dependencia que según se probó proviene del padre demandante, y, segundo, porque la invalidez del joven Cristian David Muñoz Valencia, tiene un porcentaje de pérdida de la capacidad laboral del 84,80%, que seguramente implica, entre otras cosas, que requiere atención permanente para desarrollar las actividades básicas cotidianas que a no dudarlo y con la edad con la que cuenta en la actualidad -17 años- seguramente necesita no sólo la ayuda de su madre sino de ambos progenitores.


Por otra parte, es apenas lógico que si el menor discapacitado depende económicamente de su padre, éste –el padre- necesariamente tiene que estar dedicado a una actividad laboral en la actualidad –comisionista- de donde solventar los gastos, actividad de la cual se entiende quiere liberarse al obtener para si la pensión especial de vejez que depreca en la demanda.

De acuerdo con lo anterior, los argumentos utilizados por la entidad accionada, no tienen la fuerza suficiente para que se desconozca el derecho ya reconocido a favor del actor, por lo que se confirmará la sentencia en ese aspecto.
5. Del reconocimiento del beneficio Pensional:

La Sala considera pertinente advertir que la pensión especial de vejez que se reconoció a favor del demandante, únicamente procedía atenderla favorablemente, con posterioridad al 29 de noviembre de 2006, toda vez que sólo a partir de esa fecha la Corte Constitucional a través de la sentencia C-989 de esa anualidad, al declarar la exequibilidad del inciso 2° parágrafo 4 del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, extendió el beneficio pensional allí previsto al padre cabeza de familia de hijos discapacitados que dependan económicamente de él, de lo cual se infiere que para el 22 de marzo de 2004 –fecha a partir de la cual se reconoció la prestación- ésta prerrogativa estaba dada únicamente para las madres cabeza de familia y no –como se indicó- para los padres a pesar de encontrarse en similares circunstancias; pese a ello, no se modificará la fecha de reconocimiento de la pensión indicada en la sentencia de primera instancia, por no haber sido discutida la misma a través de los recursos interpuestos por las partes, de conformidad con el principio de consonancia consagrado en el artículo 66A del C.P.L.
A tono con lo discurrido, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE:

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida el 21 de agosto de 2009 por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso Ordinario promovido por el señor EDIER DE JESÚS MUÑOZ contra el INSTITUTO DE SEGUROS SOCIALES, por las razones expuestas en esta providencia. 

SEGUNDO.- Sin costas en esta sede.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE y DEVUÉLVASE el expediente al Juzgado de origen.


NOTIFICACIÓN EN ESTRADOS: La suscrita Secretaria deja expresa constancia de que la anterior providencia se notificó en estrados a las partes, tal como lo ordena la ley.


No siendo otro el objeto de la presente diligencia, se termina y firma por las personas que en la misma intervinieron.

Los Magistrados,

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE 
  
     FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
(Impedido)

CONSUELO PIEDRAHÍTA ALZATE
Secretaria

� Sentencia C-227-04 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.


� Sentencia C-989-06 M.P. Álvaro Tafur Galvis.





